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Demandante 
        LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO 

Demandado             MUNICIPIO DE MERCADERES – CAUCA 
Medio  de Control    REPARACION DIRECTA -SEGUNDA  INSTANCIA



Medio de Control: REPARACION DIRECTA/La actio de in rem verso resulta improcedente cuando no media contrato estatal/Los  contratos verbales no tiene la connotación de contrato estatal conforme a la Ley 80 de 1993/Confirma decisión del a quo que denegó las pretensiones. 
“Teniendo en cuenta el litigio planteado en el presente asunto, y siguiendo las pautas jurisprudenciales fijadas por el Consejo de Estado en la sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera de fecha 19 de noviembre de 2012, el presente medio de control resulta impróspero, en razón a que dentro del sub lite se reclama el reconocimiento de derechos económicos derivados de contratos verbales suscritos entre las partes durante los años 2008 y 2010, los cuales como se ha pregonado a lo largo de esta sentencia, no tienen la connotación de un Contrato Estatal, pues no cumplieron con la formalidad impuesta en una norma imperativa como lo es la Ley 80 de 1993, que indica que los mismos deben constar por escrito. 

“De otra parte, en lo que respecta al argumento expuesto por el demandante de que los contratos verbales se realizaron bajo el principio de la buena fe, es preciso indicar que tal y como lo ha señalado el Consejo de Estado, los procesos contractuales se rigen bajo la óptica de la buena fe objetiva, que implica que el comportamiento de las partes del contrato propenda por la pronta y plena ejecución del acuerdo contractual, lo cual desde luego, exige el cumplimiento de las solemnidades exigidas por la ley para la formación del negocio.
“Es por ello, que el convencimiento de actuar conforme a la ley no sirve de justificación para suscribir contratos verbales en desconocimiento de las formalidades y requisitos exigidos por una norma imperativa, que para el caso que nos ocupa, impone la obligación de elevar por escrito los contratos estatales. Disponer lo contrario, implicaría a la luz de la jurisprudencia del Consejo de Estado, favorecer el interés particular sobre el general.   

(…)

“Así las cosas, al no acreditarse ninguna de las excepciones previstas por la jurisprudencia del Consejo de Estado para que proceda la actio de in rem verso cuando se predica un enriquecimiento sin justa causa como consecuencia de la celebración de contratos verbales, se confirmará la sentencia de 24 de abril de 2014 proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, que negó las pretensiones de la demanda”. 
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Decide el Tribunal el recurso de apelación impetrado por la parte demandante, contra la sentencia Nº059 de 24 de abril de 2014, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, dentro del proceso promovido por el señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO,contra el MUNICIPIO DE MERCADERES (CAUCA), en la que se negaron las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1.  La demanda

El señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO, por intermedio de apoderado debidamente constituido, instauró demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa, con el objeto de que se le concedan las siguientes declaraciones y condenas: 

“PRIMERA: EL MUNICIPIO DE MERCADERES (CAUCA), es responsable, administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios, tanto materiales como morales, ocasionados al señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO, propietario de la FERRETERIA CENTRAL como consecuencia del no pago de las mercancías facturadas, por consecuencia de las ordenes (sic) de suministro en lo sumado SETENTA MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS PESOS ($70.959.800.oo) M/CTE.-

SEGUNDO: Condenase al MUNICIPIO DE MERCADERES (CAUCA),  a pagar al señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO, por intermedio de sus apoderados, todos los daños y perjuicios materiales, como morales que se le han ocasionado como resultado del no pago de las mercancías facturadas, por consecuencia de las ordenes(sic) de suministro en lo sumado SETENTA MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS PESOS ($70.959.800.oo) M/CTE, más sus correspondientes intereses determinados y liquidados de las siguiente manera: 
a) El equivalente a SETENTA MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS PESOS ($70.959.800.oo) M/CTE.

b) Mas los intereses moratorios de no pago a partir de la fecha de exigibilidad de la totalidad de las facturas desde MARZO 30 DE 2011. 

c) Sírvase condenar en costas y agencias en derecho a la entidad demandada. 

1.1 Hechos 

Como fundamento fáctico de sus pretensiones, la parte demandante expuso los hechos que a continuación se sintetizan: 

Indicó que en entre las partes se celebró un contrato de suministro verbal, que consistía en que el municipio de Mercaderes efectuaba compra de materiales para construcción en el establecimiento de comercio “FERRETERIA CENTRAL” de propiedad del demandante. 
Como consecuencia de lo anterior, el actor recibió en su establecimiento de comercio varias órdenes de suministro, a través de las cuales la Alcaldía del municipio de Mercaderes solicitaba el suministro de materiales de construcción, en razón a la ola invernal que atravesaba el municipio, los cuales eran entregados y recibidos a satisfacción del ente municipal. 
Los artículos de ferretería suministrados a la entidad demandada se encuentran debidamente soportadas, y suman un valor de SETENTA MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS PESOS ($70.959.800.oo) M/CTE, suma que a la fecha no ha sido cancelada por parte del municipio. 
Mediante petición elevada el 30 de marzo de 2011, el actor presentó la respectiva cuenta de cobro al municipio de Mercaderes, ante lo cual el ente territorial por Oficio de 7 de abril de 2011 solicitó las órdenes de suministro del año 2008 hasta el 2010, en donde se reconoció la existencia de la obligación. 
2. La contestación de la demanda

2.1 Por el municipio de Mercaderes (Cauca) 
La entidad demandada, presentó la contestación de la demanda para oponerse a las pretensiones formuladas en ésta, así:

Expuso de conformidad con lo dispuesto en el estatuto de contratación estatal no existen contratos verbales.
Indicó que según el certificado de matrícula mercantil expedido por la Cámara de Comercio del Cauca, se señala que el señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO es propietario del establecimiento de comercio FERROCEMENTOS DOS MERCADERES y no de la FERRETERIA CENTRAL como se expone en la demanda.
Presentó las siguientes excepciones de mérito: 
- Inexistencia de la obligación 

- Incumplimiento de los requisitos legales 

- Cobro de lo no debido 

3. La Sentencia de primera instancia

El Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, mediante sentencia No. 059 de 24 de abril de 2014, resolvió negar las pretensiones de la demanda, condenar en costas a la parte demandante y compulsar copias del expediente a la Fiscalía General de la Nación y a la Procuraduría General de la Nación. 

Como sustento de su decisión, señaló que el presente medio de control es impróspero, en razón a que el demandante reclama el pago de unas facturas derivadas de contratos que nunca existieron, pues se omitió la solemnidad que exige la ley para su perfeccionamiento. 

Argumentó que no puede pregonarse un enriquecimiento sin justa causa, en razón a que se está pretendiendo desconocer  una norma absoluta que impone que los contratos estatales se celebren por escrito. 
De otra parte, consideró que el sub lite, no se acreditaron las excepciones previstas por la jurisprudencia, relacionadas con el constreñimiento o imposición por parte de la entidad demandada; los suministros no se realizaron para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, y la entrega de los materiales no se debió a una situación de urgencia manifiesta.  

En lo que respecta a la afirmación de que los elementos fueron suministrados para atender la ola invernal que padecía el municipio, la Juez consideró que dentro del asunto de autos, tal circunstancia no se encuentra probada, e igual las facturas corresponden entre los años 2008 y 2010, que descarta que la entrega de  se haya realizado para conjurar una situación de urgencia. 

4.   El recurso de Apelación

Mediante escrito presentado el 7 de mayo de 2014, la parte demandante elevó recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, al considerar que dentro del presente proceso se demostró el enriquecimiento sin causa por parte del municipio de Mercaderes (Cauca). 
5.   Actuación en segunda instancia.

En auto de 5 de junio de 2014
, se admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 24 de abril de 2014 por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán.  Por auto de 11 de junio de 2014
, se corrió traslado a las partes para alegar por el término de diez (10) días, término dentro del cual guardaron silencio. 

5.1 Concepto del Ministerio Público
. 

El Ministerio Público en traslado especial, emitió concepto, en el sentido de que se confirme la sentencia de primera instancia, toda vez que la parte actora pretende con el presente asunto el desconocimiento de la norma imperativa que exige que los contratos estatales deben constar por escrito, debiéndose surtir la rigurosidad del  proceso de selección. 
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

1. Competencia.

El Tribunal es competente para conocer del presente asunto en segunda instancia, de conformidad con el Artículo 153 del CPACA.

Precisa la Sala que, al conocer del presente asunto en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, la competencia de esta Corporación, se encuentra delimitada por los aspectos objeto de apelación y en lo que pueda ser desfavorable para el apelante, puesto que la pretensión de tal recurso, es la que fija el ámbito de competencia del superior, razón por la cual, la providencia que lo desate, debe guardar consonancia con el objeto del mismo.

En vista de que la sentencia fue adversa al apelante único, la Sala se limitará a analizar el tema de impugnación, referido en el problema jurídico.

2. Caducidad.

De conformidad con lo dispuesto en el auto de 30 de enero de 2014
, esta Corporación al resolver la alzada frente a la providencia que rechazó la demanda, concluyó que al haberse presentado el medio de control el 26 de noviembre de 2012, éste fue incoado dentro de la oportunidad prevista en el artículo 140 de la Ley 1437 de 2011, toda vez que el término de caducidad debe contarse a partir del 7 de abril de 2011, fecha en la cual el municipio de Mercaderes (Cauca) dio respuesta al derecho de petición incoado por el actor, a través del cual solicitó el pago del valor adeudado por el suministro de materiales de construcción. 
3. El problema jurídico.

Le corresponde al Tribunal determinar si el fallo proferido el 24 de abril de 2014 por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, en el que se negaron las pretensiones de la demanda debe ser revocado. 

4. Razones de Inconformidad.

En el recurso de apelación, la parte actora manifestó su inconformidad con la sentencia de primera instancia, y argumentó que la tesis sostenida por el A Quo de exigir la existencia de un contrato escrito va en contravía de la acción incoada, pues es precisamente la ausencia de contrato la que permite impetrar el pedimento presentado en la demanda. 
Expuso que las órdenes de suministro aportadas al proceso, dan cuenta de la buena fe del actor y del sometimiento del que fue objeto por parte de la entidad demandada. 

De otra parte, señaló que el objeto de la contratación no fue para evitar la ola invernal, sino que por el contrario, se realizó para restablecer los daños dejados por dicho evento natural. 
Por último, deprecó sobre la orden de compulsar copias impuesta en la sentencia apelada, toda vez que ni siquiera se indicó el sujeto activo de la conducta sobre el cual deba adelantarse la investigación. 

5. De la actio de in rem verso
La Sala Plena de la Sección Tercera el Consejo de Estado en sentencia de diecinueve (19) de noviembre de dos mil doce (2012), Exp. 73001-23-31-000-2000-03075-01(24897), con ponencia del Dr. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, unificó la jurisprudencia respecto de aquellos asuntos en donde se discute el enriquecimiento sin justa causa con ocasión de la prestación de un servicio o realización de una obra por parte de un particular a una entidad estatal cuando no medie un contrato escrito, la cual por su importancia y relevancia con el sub lite, se trascribe in extenso: 

“12. La anterior reseña de la evolución jurisprudencial pone en evidencia que hay una pluralidad de posiciones sobre estos temas que finalmente se traducen en una situación de ambigüedad e inseguridad, razón por la cual se hace necesario que la Sección Tercera proceda a unificar la jurisprudencia aplicable a éste tipo de asuntos y por ello ha asumido el conocimiento del presente caso.

12.1 Para este efecto la Sala empieza por precisar que, por regla general, el enriquecimiento sin causa,  y en consecuencia la actio de in rem verso, que en nuestro derecho es un principio general, tal como lo dedujo la Corte Suprema de Justicia
 a partir del artículo 8º de la ley 153 de 1887, y ahora consagrado de manera expresa en el artículo 831
 del Código de Comercio, no pueden ser invocados para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados sin la previa celebración de un contrato estatal que los justifique por la elemental pero suficiente  razón consistente en que la actio de in rem verso requiere para su procedencia, entre otros requisitos, que con ella no se pretenda desconocer o contrariar una norma imperativa o cogente.

Pues bien, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39  y  41 de la Ley 80 de 1993 los contratos estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la solemnidad del escrito, excepción hecha de ciertos eventos de urgencia manifiesta en que el contrato se torna consensual ante la imposibilidad de cumplir con la exigencia de  la solemnidad del escrito (Ley 80 de 1993 artículo 41 inciso 4º). En los demás casos de urgencia manifiesta, que no queden comprendidos en ésta hipótesis, la solemnidad del escrito se sujeta a la regla general expuesta.  

No se olvide que las normas que exigen solemnidades constitutivas son de orden público e imperativas y por lo tanto inmodificables e inderogables por el querer de sus destinatarios.

En consecuencia, sus destinatarios, es decir todos los que pretendan intervenir en la celebración de un contrato estatal, tienen el deber de acatar la exigencia legal del escrito para perfeccionar un negocio jurídico de esa estirpe sin que sea admisible la ignorancia del precepto como excusa para su inobservancia.

Y si se invoca la buena fe para justificar la procedencia de la actio de in rem verso en los casos en que se han ejecutado obras o prestado servicios al márgen de una relación contractual, como lo hace la tesis intermedia, tal justificación se derrumba con sólo percatarse de que la buena fe que debe guiar y que debe campear en todo el iter contractual, es decir antes, durante y después del contrato, es la buena fe objetiva y no la subjetiva.

En efecto, la buena fe subjetiva es un estado de convencimiento o creencia de estar actuando conforme a derecho, que es propia de las situaciones posesorias, y que resulta impropia en materia de las distintas fases negociales pues en estas lo relevante no es la creencia o el convencimiento del sujeto sino su efectivo y real comportamiento ajustado al ordenamiento y a los postulados de la lealtad y la corrección, en lo que se conoce como buena fe objetiva.  

Y es que esta buena fe objetiva que debe imperar en el contrato tiene sus fundamentos en un régimen jurídico que no es estrictamente positivo, sino que se funda también en los principios y valores que se derivan del ordenamiento jurídico superior ya que persiguen preservar el interés general, los recursos públicos, el sistema democrático y participativo, la libertad de empresa y la iniciativa privada mediante la observancia de los principios de planeación, transparencia y selección objetiva, entre otros, de tal manera que todo se traduzca en seguridad jurídica para los asociados.

Así que entonces, la buena fe objetiva “que consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte
, y, en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de la conducta propia”, es la fundamental y relevante en materia negocial y “por lo tanto, en sede contractual no interesa la convicción o creencia de las partes de estar actuando conforme a derecho, esto es la buena fe subjetiva, sino, se repite, el comportamiento que propende por la pronta y plena ejecución del acuerdo contractual”,
 cuestión esta que desde luego también depende del cumplimiento de las solemnidades que la ley exige para la formación del negocio.
Y esto que se viene sosteniendo encuentra un mayor reforzamiento si se tiene en cuenta además que esa buena fe objetiva, que es inherente a todas las fases negociales, supone la integración en cada una de ellas de las normas imperativas correspondientes, tal como claramente se desprende de lo preceptuado en el artículo 871 del Código de Comercio, con redacción similar al artículo 1603 del Código Civil, que prevé que los contratos deben “celebrarse y ejecutarse de buena fe, y en consecuencia, obligarán no sólo a lo pactado expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de los mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.” 

Por consiguiente la creencia o convicción de estar actuando conforme lo dispone el ordenamiento jurídico en manera alguna enerva los mandatos imperativos de la ley para edificar una justificación para su elusión y mucho menos cuando la misma ley dispone que un error en materia de derecho ”constituye una presunción de mala fe que, no admite prueba en contrario.”

Pero por supuesto en manera alguna se está afirmando que el enriquecimiento sin causa no proceda en otros eventos diferentes al aquí contemplado, lo que ahora se está sosteniendo es que la actio de in rem verso no puede ser utilizada para reclamar el pago de obras o servicios que se hayan ejecutado en favor de la administración sin contrato alguno o al margen de este, eludiendo así el mandato imperativo de la ley que  prevé que el contrato estatal es solemne porque debe celebrarse por escrito, y por supuesto agotando previamente los procedimientos señalados por el legislador. 

12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in rem verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó. 

Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes:

a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo.

b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal,  urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.

c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.

12.3. El reconocimiento judicial del enriquecimiento sin causa y de la actio de in rem verso, en estos casos excepcionales deberá ir acompañada de la regla según la cual, el enriquecimiento sin causa es esencialmente compensatorio y por consiguiente el demandante, de prosperarle sus pretensiones, sólo tendrá derecho al monto del enriquecimiento. Ahora, de advertirse la comisión de algún ilícito, falta disciplinaria o fiscal, el juzgador, en la misma providencia que resuelva el asunto, deberá cumplir con la obligación de compulsar copias para las respectivas investigaciones penales, disciplinarias y/o fiscales.

13. Ahora, en los casos en que resultaría admisible se cuestiona en sede de lo contencioso administrativo si la acción pertinente sería la de reparación directa.

(…)
Así que entonces la autonomía de la actio de in rem verso se centra en que el enriquecimiento se produce sin una causa que lo justifique y que como quiera que no hay causa justificante se carece de la correspondiente acción que daría la justa causa si esta existiere.

Esta la razón por la que se exige que no haya contrato, cuasicontrato, delito o cuasidelito al amparo del cual pueda pretenderse la restitución.

Emerge por consiguiente que la actio de in rem verso, más que una propia y verdadera acción, es una pretensión restitutoria de un enriquecimiento incausado, enriquecimiento éste que a no dudarlo constituye un daño para el empobrecido y que por lo tanto es equitativo que aunque no exista causa al amparo de la cual pueda exigirse la restitución esta se conceda en aplicación de la regla que prohíbe enriquecerse a expensas de otro.

Luego es en ese ámbito y de esta manera como debe entenderse la autonomía de la actio de in rem verso, lo que en otras palabras significa que su autonomía es más de carácter sustancial que procedimental.

Así el asunto resulta claro que mediante la llamada acción de reparación directa que consagra el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo puede pretenderse el reconocimiento del enriquecimiento sin causa y la consiguiente restitución en todos aquellos casos en que resultaría procedente, puesto que esta acción está prevista precisamente para poder demandar directamente la reparación del daño cuando provenga, entre otros eventos, de un hecho de la administración.

Y el argumento para negar la viabilidad de la reparación directa para las pretensiones de enriquecimiento sin causa, sosteniendo que aquella es indemnizatoria y esta  compensatoria, también se derrumba con sólo considerar que quien se ve empobrecido sin una causa que lo justifique está padeciendo un daño y por ende puede pedir su reparación, pero como de la esencia de una pretensión edificada sobre un enriquecimiento incausado es que la restitución sólo va hasta el monto del enriquecimiento, es esto lo que en ese caso puede pedir y nada más.

Puestas así las cosas aparece obvio que la vía procesal en lo contencioso administrativo para recabar un enriquecimiento incausado es la de la reparación directa porque mediante ésta se puede demandar la reparación del daño y esto es precisamente lo que padece quien se ve empobrecido si quien correlativamente se enriquece sin una causa que lo justifique.

Pero, se reitera, lo único que podrá pedir mediante esa acción es el monto del enriquecimiento y nada más y esta circunstancia en manera alguna desfigura o enerva la acción de reparación directa puesto que lo sustantivo prevalece sobre lo adjetivo o procedimental.

(…) 
En este sentido, es claro para la Sala que el medio de control adecuado para reclamar el enriquecimiento sin justa causa es el de reparación directa, toda vez que a través de éste se puede solicitar la reparación de daño causado, entendido como el empobrecimiento de una parte a causa del enriquecimiento de otra, sin que exista una causa que lo justifique. 

A su vez, la Jurisprudencia transcrita señala que mediante este medio procesal, solamente se podrá pedir a título de reparación el monto del enriquecimiento, sin que sea procedente reclamar ninguna otra clase de pretensión. 

En lo que respecta a la posibilidad de adelantar la actio de in rem verso para reclamar el enriquecimiento sin justa causa, como consecuencia de la prestación de servicios o la realización de obras entre los particulares y una autoridad cuando medien contratos verbales, el ÓrganoVértice de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo precisó que la misma se torna inviable, en razón a que no puede reclamarse el reconocimiento de derechos económicos de contratos que nunca existieron, toda vez que se ha omitido la solemnidad exigida por la ley para su formación o perfeccionamiento, como lo es, el de elevarse por escrito. 

Ahora, el Consejo de Estado ha señalado que en estos asuntos es viable acceder a las pretensiones de la demanda, cuando se acredite que el contrato se suscribió de manera verbal en razón a que se presentó un constreñimiento o imposición por la entidad estatal al contratista de la ejecución de obras adicionales; se encontraba en riesgo o amenaza el derecho a la salud, o se derivó de la declaratoria de urgencia manifiesta.
6. Caso concreto. 
Dentro del presente asunto, la parte demandante solicita se condene a la entidad demandada a pagar el valor de las obligaciones surgidas de los contratos de suministro celebrados de manera verbal con el municipio de Mercaderes (Cauca) durante los años 2008 y 2010. 
Por su parte, la entidad demandada arguyó como razones de su defensa que no es posible acceder a las pretensiones de la demandada, en razón a que los contratos no fueron suscritos de manera escrita como lo ordena la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007. 
En la sentencia de primara instancia, la Juez no accedió a la pretensiones de la demanda, en razón a que el demandante pretende el pago de unas facturas correspondientes a unos contratos que nunca existieron, pues no se cumplió con la formalidad exigida en una ley imperativa. 
6.1 La actio de in rem verso resulta improcedente cuando no media contrato estatal.

Teniendo en cuenta el litigio planteado en el presente asunto, y siguiendo las pautas jurisprudenciales fijadas por el Consejo de Estado en la sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera de fecha 19 de noviembre de 2012, el presente medio de control resulta impróspero, en razón a que dentro del sub lite se reclama el reconocimiento de derechos económicos derivados de contratos verbales suscritos entre las partes durante los años 2008 y 2010, los cuales como se ha pregonado a lo largo de esta sentencia, no tienen la connotación de un Contrato Estatal, pues no cumplieron con la formalidad impuesta en una norma imperativa como lo es la Ley 80 de 1993
, que indica que los mismos deben constar por escrito. 

De otra parte, en lo que respecta al argumento expuesto por el demandante de que los contratos verbales se realizaron bajo el principio de la buena fe, es preciso indicar que tal y como lo ha señalado el Consejo de Estado, los procesos contractuales se rigen bajo la óptica de la buena fe objetiva, que implica que el comportamiento de las partes del contrato propenda por la pronta y plena ejecución del acuerdo contractual, lo cual desde luego, exige el cumplimiento de las solemnidades exigidas por la ley para la formación del negocio.
Es por ello, que el convencimiento de actuar conforme a la ley no sirve de justificación para suscribir contratos verbales en desconocimiento de las formalidades y requisitos exigidos por una norma imperativa, que para el caso que nos ocupa, impone la obligación de elevar por escrito los contratos estatales. Disponer lo contrario, implicaría a la luz de la jurisprudencia del Consejo de Estado, favorecer el interés particular sobre el general.   

Sobre lo expuesto, el Órgano Vértice de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo al resolver el caso concreto en la sentencia de 19 de noviembre de 2012, señaló: 

“En este asunto el demandante ha apoyado sus pretensiones en el hecho de haber celebrado con la administración varios contratos verbales y con fundamento en estos construye sus reclamaciones económicas. 

Este petitum así aducido y con tales fundamentos ya lo hacen impróspero puesto que en términos sencillos el demandante reclama derechos económicos derivados de contratos que nunca existieron por haberse omitido la solemnidad que la ley imperativamente exige para su formación o perfeccionamiento, lo que en otros términos significa que si no existieron los contratos tampoco se produjeron los efectos que les serían propios y por ende nada puede reclamarse con base en lo inexistente.

Pero además el enriquecimiento sin causa no puede ser admitido en este caso porque se trata de un evento en que con él se está pretendiendo desconocer el cumplimiento de una norma imperativa como lo es aquella que exige que los contratos estatales se celebren por escrito, agotando desde luego los procedimientos de selección previstos en la ley.

En efecto, el sustento de las pretensiones está precisamente en que se realizaron obras sin contrato alguno o, lo que es lo mismo, inobservando los mandatos imperativos de la ley, razón por la cual la transgresión de ésta no puede traerse ahora como una causa para reclamar.

Admitir lo contrario argumentando la buena fe subjetiva del demandante significaría hacer prevalecer el interés individual de éste sobre el interés general que envuelve el mandato imperativo de la ley que exige el escrito para perfeccionar el contrato estatal, no debemos olvidar que el contrato se rige bajo el principio de la buena fe objetiva que implica la sujeción a todos los principios y valores propios del ordenamiento jurídico, tal como atrás se expresó”. (Resalta la Sala)

6.2 No se acreditó ninguna de las excepciones previstas por la Jurisprudencia del Consejo de Estado para la procedencia de la actio de in rem verso. 

Ahora bien, la jurisprudencia del Consejo de Estado admite la posibilidad de que la actio de in rem verso sea procedente sin que medie contrato alguno, pero únicamente en los casos excepcionales previstos en la plurimencionada sentencia. 

En el caso concreto, al revisar el expediente, no obra elemento probatorio alguno que acredite que el suministro de materiales de construcción entregados por el señor LAURENCIO BOLIVAR ARMERO GUERRERO se debieran al constreñimiento o imposición ejercida por parte del municipio de Mercaderes (Cauca), en ejercicio del poder y autoridad que le ha sido otorgada. 

Por el contrario, a lo largo del presente proceso, la parte demandante ha señalado que el suministro se debió al acuerdo suscrito entre las partes, en el marco de los contratos verbales celebrados con el municipio de Mercaderes, por lo que los supuestos de hecho probados dentro del asunto de autos, no se enmarcan dentro de la primera de las excepciones previstas por la jurisprudencia. 

En relación con la segunda excepción, en el sub examine no acredita que los contratos verbales se suscribieran por parte de la entidad demandada con la finalidad de evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los pobladores del municipio de Mercaderes (Cauca), y que tornara inconveniente e inoportuno planear y adelantar el respectivo proceso de selección ante el apremio de la afectación al derecho de rango superior. 
De otra parte, en lo que respecta a la última excepción, de las pruebas aportadas al expediente, no se logra demostrar que el ente territorial hubiese omitido el deber legal de declarar la urgencia manifiesta
 ante una eventual afectación del orden social, económico o ecológico, y procediera a celebrar los mencionados contratos de suministro con el actor, sin el cumplimiento de los requisitos y formalidades exigidos en la Ley de Contratación Estatal, a fin de conjurar una situación de anormalidad. 
Por el contrario, resalta la Sala que de lo expuesto en el libelo introductorio y las pruebas debidamente recaudadas, el periodo de tiempo respecto del cual se reclama el presunto enriquecimiento sin justa causa por parte del municipio de Mercaderes (Cauca), comprende un espacio de tiempo de 2 años, lo que impide acreditar la existencia de calamidades, fenómenos o catástrofes naturales, que implicaran la necesidad de adoptar medidas de urgencia para contrarrestarlos. 

Siguiendo este hilo conductor, dentro del proceso se allegó Oficio suscrito por el Alcalde del municipio de Mercaderes (Cauca), a través del cual certificó que no existe ningún proceso contractual por urgencia manifiesta
. 
Entonces, si bien la parte demandante afirma que los contratos de suministro con el municipio de Mercaderes (Cauca) se suscribieron para reparar los daños dejados por la ola invernal, lo cierto es que del material probatorio no existe elemento alguno que le permita a esta Corporación llegar a la conclusión de que el ente demandado se vio en la necesidad de declarar la urgencia manifiesta con las condiciones que exige la jurisprudencia.   

Por último, es preciso indicar, que si bien en el sumario reposan algunas órdenes de suministro suscritas por el municipio de Mercaderes (Cauca) entre los años 2008 y 2010
, en la cual se requiere el suministro de bienes con carácter urgente como consecuencia de fenómenos naturales, lo cierto es que las mismas no fueron expedidas por el ordenador del gasto del municipio, sino que aquellas fueron suscritas por el Secretario de Gobierno del ente municipal.
Es decir, no existe prueba que sustente que el Alcalde del municipio de Mercaderes (Cauca), ante una grave situación de anormalidad, se hubiese visto en la imperiosa necesidad de omitir el deber legal de declarar la urgencia manifiesta, y procediera a celebrar contratos verbales de suministro con el demandante, para conjurar la problemática social o ecológica que afirma el demandante se presentaba en dicho municipio, por lo que tampoco se cumple la última de las excepciones previstas por la jurisprudencia para la procedencia del presente medio de control.  
Así las cosas, al no acreditarse ninguna de las excepciones previstas por la jurisprudencia del Consejo de Estado para que proceda la actio de in rem verso cuando se predica un enriquecimiento sin justa causa como consecuencia de la celebración de contratos verbales, se confirmará la sentencia de 24 de abril de 2014 proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, que negó las pretensiones de la demanda. 

6. Costas. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.

En este aspecto es necesario tener en cuenta el criterio jurisprudencial unificado por la Sala Plena del H. Consejo de Estado en auto de 25 de junio de 2014, mediante el cual determinó la plena vigencia de la Ley 1465 de 2012, actual Código General del Proceso, disponiendo que a partir del “1ª de enero de 2014,  en los eventos de remisión al Código de Procedimiento Civil, se entenderá que las normas aplicables serán las dispuestas en la nueva legislación procesal.”

El artículo 365 del Código General del Proceso dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 365. CONDENA EN COSTAS. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.

(…)

Seguidamente el Artículo 366 del C.G.P, establece:

ARTÍCULO 366. LIQUIDACIÓN. Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas:

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla.

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario de casación, según sea el caso.

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado.

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará.

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere actuación pendiente, se concederá en el suspensivo.
(…)

En razón a que la alzada se resolverá de manera desfavorable a la parte demandante,  se condenará a ésta, a reconocer la suma del cero cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones de la demanda, por concepto de agencias en derecho de segunda instancia.

De conformidad con lo señalado en el artículo 366 del CPG, las agencias en derecho deberán liquidarse por el Juzgado de Origen una vez quede ejecutoriado el auto que ordene estar a lo dispuesto por el superior, para lo cual deberá seguir las reglas previstas en la citada disposición legal. 

III. DECISION

Por las razones expuestas, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  
F A L L A:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia de 24 de abril de 2014proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán, 
SEGUNDO.- CONDENAR a la parte demandante a pagar la suma del 0.5% por concepto de agencias en derecho del valor de las pretensiones de la demanda, las cuales se liquidarán por el A Quo, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO.- Devuélvase al Juzgado de origen.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de sentencia fue considerado y aprobado por la Sala, en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

NAUNMIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO
          CARLOS H. JARAMILLO DELGADO
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� Sentencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, de 12 de mayo de 1955. G.J. LXXX, 322.


� Artículo 831: Nadie podrá enriquecerse sin justa causa a expensas de otro.


� En este sentido cfr. M.L. NEME VILLARREAL.  Buena fe subjetiva y buena fe objetiva. En Revista de Derecho Privado. No. 17. Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2009, p. 73.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 22 de junio de 2011, expediente 18836.


�  Inciso final del artículo 768 del Código Civil.


�Artículo   39º.- De la Forma del Contrato Estatal. Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles, y en general aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir con dicha formalidad.  


�Artículo 42º.- De la Urgencia Manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro, cuando se presenten situaciones relacionadas con los Estados de Excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en general cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concursos públicos.





La urgencia manifiesta se declara mediante acto administrativo motivado. 





Parágrafo.- Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente. 
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�Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Auto de 25 de junio de 2014. Rad. 25000-23-36-000-2012-00395-01 (IJ).
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